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1. INTRODUCCIÓN 

Hay dos tipos de rentas que, tanto en los Convenios para Evitar la Doble 
Imposición (CDI) como en la legislación interna, tienen un tratamiento diferente 
en la tributación y estas son los dividendos y los intereses.  

En el CDI el tratamiento que perciben es muy similar: se permite la tributación en 
los dos Estados, aunque la mayor parte de las veces tienen una tributación 
limitada en el Estado de la fuente. La estructura de los dos artículos es paralela 
por lo que muchos de los comentarios que se puedan hacer para un tipo de renta 
podrán ser trasladados al otro.  

En la legislación interna, por su parte, tienen un tratamiento especial en términos 
de tipo de gravamen, ya que se gravan estas rentas a un tipo reducido. 
  
2. DIVIDENDOS 

2.1. CONCEPTO DE DIVIDENDO 

El Modelo de Convenio para Evitar la Doble Imposición (MCOCDE) recoge la 
tributación de los dividendos en el artículo 10. En concreto, en el párrafo 3 de 
este artículo se definen los dividendos como  

“El término “dividendos”, en el sentido de este artículo, significa los rendimientos 
de las acciones, de las acciones o bonos de disfrute, de las participaciones 
mineras, de los bonos de fundador u otros derechos, excepto los de crédito, que 
permitan participar en los beneficios, así como los rendimientos derivados de 
otras participaciones societarias sujetas al mismo régimen fiscal que los 
rendimientos de las acciones por la legislación del Estado de residencia de la 
sociedad que hace la distribución.” 

El elemento más relevante de esta definición es la última frase en la que se hace 
referencia a la legislación interna. De acuerdo con este párrafo, las rentas que 
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se traten fiscalmente como rendimientos de acciones en la normativa interna del 
Estado de fuente entrarán en el ámbito de aplicación de este artículo.  

Por tanto, el CDI remite a la legislación interna del Estado de fuente.  

Si España fuese considerado Estado de fuente esta definición habría que 
buscarla en primera instancia en el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes (LIRNR). En la propia norma no existe una definición de 
dividendos por lo que habría que atender a lo previsto en el artículo 13.3 de la 
LIRNR, que remite a los criterios establecidos en la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio (LIRPF).  

El artículo 25.1 del IRPF considera como participación en fondos propios los 
siguientes:  

a) Los dividendos, primas de asistencia a juntas y participaciones en los 
beneficios de cualquier tipo de entidad. 

b) Los rendimientos procedentes de cualquier clase de activos, excepto la 
entrega de acciones liberadas que, estatutariamente o por decisión de los 
órganos sociales, faculten para participar en los beneficios, ventas, 
operaciones, ingresos o conceptos análogos de una entidad por causa 
distinta de la remuneración del trabajo personal. 

c) Los rendimientos que se deriven de la constitución o cesión de derechos 
o facultades de uso o disfrute, cualquiera que sea su denominación o 
naturaleza, sobre los valores o participaciones que representen la 
participación en los fondos propios de la entidad. 

d) Cualquier otra utilidad, distinta de las anteriores, procedente de una 
entidad por la condición de socio, accionista, asociado o partícipe. 

e) La distribución de la prima de emisión de acciones o participaciones.  

Como se puede comprobar, esta definición en la normativa interna no se aleja 
de la prevista en el MCOCDE por lo que no se suelen plantear conflictos en 
relación con esta cuestión.  

Una de las posibles situaciones que puede surgir en la aplicación de los CDI 
sería aquella en la que la definición de la renta del Estado de fuente no 
coincidiese con lo previsto en la norma interna del Estado de fuente.  

Un ejemplo de esto sería una renta procedente de una cuenta en participación; 
el país de la fuente podría tratar esta renta en su norma interna como un 
dividendo, por lo que, de acuerdo con lo que se ha analizado anteriormente, 
resultaría de aplicación el artículo 10 de ese CDI y se retendría de acuerdo con 
lo previsto en el mismo. Por su parte, el Estado de residencia tendría que hacer 
el mismo análisis para decidir cómo debe eliminar la doble imposición y, de 
acuerdo con su normativa interna, esa renta es un interés por lo que no eliminaría 
la doble imposición de acuerdo con el artículo 10 sino, probablemente de 
acuerdo con el artículo 11 de intereses. El CDI está siendo correctamente 
aplicado, pero las definiciones no coinciden y, por tanto, la eliminación de la 
doble imposición no está garantizada.  
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El MCOCDE en los Comentarios al artículo 231 propone una solución a este tipo 
de situaciones no buscadas por el CDI; es lo que se denomina el conflicto de 
calificación. En casos en los que sea necesario remitirse a la legislación interna 
para definir una renta, bien porque el propio CDI remite a la legislación interna 
(como sucede en el artículo 10 de dividendos y muchos artículos 11 de intereses 
de los CDI españoles), bien porque no existe una definición en el CDI ni en los 
Comentarios al MOECD, el MCOCDE propone que, para la aplicación del CDI 
se tenga en cuenta la calificación otorgada por el Estado de la Fuente.  

Este criterio no es válido para cada situación de conflicto, sólo para el caso 
específico que se ha descrito en los párrafos anteriores. Para el resto de los 
conflictos que puedan surgir relacionados con la interpretación de cláusulas del 
CDI que no remiten a la legislación interna, el mecanismo de resolución es el 
procedimiento amistoso, pero no se considera un conflicto de calificación.  

2.2. POTESTADES TRIBUTARIAS Y SUJECIÓN AL IMPUESTO 
2.2.1. Potestad tributaria de acuerdo con el Convenio para Evitar la doble 

Imposición 

Una vez que se ha calificado correctamente la renta y se conoce el artículo del 
CDI que resulta de aplicación, el artículo 10 define la potestad tributaria de cada 
Estado para gravarla.  

El MCOCDE en su primer y segundo párrafo establecen que se trata de una 
potestad compartida: los dos tienen derecho a gravar, pero será el de residencia 
quien elimine la doble imposición generada.  

No obstante, si se cumplen una serie de requisitos, tendrán la posibilidad de 
reclamar unos tipos de retención reducidos y se regulan los tipos máximos que 
podrían aplicarse en el estado de la fuente. Los requisitos a los que nos referimos 
son los siguientes:  

• Porcentaje de participación: cuanto más alto sea el porcentaje de 
participación de la entidad que percibe el dividendo en la pagadora, más 
reducida sería la retención. En el MCOCDE fija un mínimo de un 25% para 
poder aplicar el tipo más reducido; 

• Que la perceptora sea una sociedad, para poder aplicar el tipo más 
reducido; 

• Plazo de tenencia de la participación superior a 365, para poder aplicar el 
tipo más reducido. Este requisito se ha incorporado al MCOCDE como 
consecuencia del proyecto BEPS de la OCDE por lo que hay muchos CDI 
españoles que no lo reflejan; no obstante, el Convenio Multilateral de la 
OCDE, que España ha suscrito, contempla esta posible modificación para 
los CDI que estuviesen en vigor. Esto implica que en muchos casos los 

 
1 Comentarios al MCOCDE, artículo 23 Párrafos 32.1 a 32.8: 

“32.3. A este respecto deben considerarse distintas situaciones. Cuando, por las 
diferencias existentes entre la legislación interna del Estado de la fuente y el Estado de 
residencia, el primero de ellos aplica a un determinado elemento de renta o de patrimonio 
disposiciones del Convenio distintas a las que hubiera aplicado el Estado de residencia a 
ese mismo elemento de renta o patrimonio, no por ello la renta deja de estar gravada 
conforme a las disposiciones del Convenio, tal como las aplica e interpreta el Estado de la 
fuente. En estos casos, por tanto, los dos artículos exigen que el Estado de residencia 
elimine la doble imposición a pesar del conflicto de calificación resultante de las 
diferencias existentes en las respectivas legislaciones internas.” 
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CDI españoles que se vean afectados por el Convenio Multilateral, se 
incorporará este requisito de plazo de tenencia. Será importante 
comprobar la situación del CDI en cuestión después de la entrada en vigor 
del Convenio Multilateral; 

• Que la persona que recibe (física o jurídica) esos dividendos, sea 
residente en el estado de residencia y el beneficiario efectivo de la misma. 
Este concepto de beneficiario efectivo ha sido objeto de mucha discusión 
y análisis en los últimos años y se desarrollará en apartados posteriores 
con más detalle.  

Normalmente los CDI españoles difieren mucho unos de otros en lo que a los 
tipos reducidos se refiere y la variedad es amplia, podrían oscilar desde el cero 
por ciento de tributación máxima al 15 por ciento.  

Una cuestión que resulta interesante analizar y que puede dar lugar a confusión, 
es qué sucede si no se cumple con los requisitos marcados, especialmente lo 
relativo al de beneficiario efectivo. La regla general de atribución de potestades 
tributarias en el artículo 10 es que el Estado de la fuente tiene derecho a gravar 
(además del de residencia). Si no existiesen requisitos para poder obtener una 
minoración de la tributación, el tipo de gravamen que se aplicaría sería el de la 
legislación interna del Estado de fuente (España). Sin embargo, es muy 
frecuente observar que cuando no se cumplen los requisitos mencionados (en 
concreto el beneficiario efectivo), se intenta localizar aquel perceptor que sí sería 
el que cumple los requisitos (beneficiario efectivo) y, en consecuencia, aplicar 
los tipos reducidos del Convenio que le pueda resultar de aplicación. Es decir, si 
el pago es entre España y Luxemburgo, pero el beneficiario efectivo se encuentra 
en Reino Unido, se intenta invocar los tipos reducidos del Convenio con Reino 
Unido.  

En principio, tal y como está redactado el CDI, si no se cumplen los requisitos 
previstos en el artículo 10 párrafo 2, segunda frase, no sería necesario acudir a 
otro CDI y buscar al beneficiario efectivo, sino que lo que correspondería sería, 
mantener el mismo CDI, pero aplicando la primera frase del artículo 10.2, que 
implica una tributación en fuente sin reducción.  

La práctica en este sentido en España ha sido muy variada, pero los Comentarios 
al MCOCDE se pronuncian en este sentido, lo que puede tener mucho impacto 
en caso de solicitar un Procedimiento amistoso con los estados de residencia 
afectados. 2 

2.2.2. Rentas sujetas y exentas de acuerdo con la legislación interna 

En aquellos casos en los que España (como Estado de fuente) pueda tener 
derecho a gravar los dividendos, será necesario acudir a la LIRNR.  

El artículo 13.1 f) 1º menciona que se consideran rentas obtenidas en territorio 
español, y por tanto sujetas a tributación, los dividendos y otros rendimientos 

 
2 Comentarios al artículo 10 del MMCOCDE, párrafo 12 

“12. La condición de beneficiario efectivo se incorporó al apartado 2 del artículo 10 para 
explicar el significado de las palabras “pagados [...] a un residente” tal y como se utilizan en 
el apartado 1 del artículo. Con ello se aclara que el Estado de la fuente no está obligado a 
renunciar a su derecho a aplicar el impuesto sobre unos dividendos por el mero hecho de 
que la renta se haya pagado directamente a un residente de un Estado con el que el Estado 
de la fuente tenga un convenio en vigor." 
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derivados de la participación en los fondos propios de entidades residentes en 
España. 

A continuación, la propia norma en su artículo 14 menciona los casos en que 
estos dividendos podrían considerarse exentos y que serían los siguientes:  

a) Dividendos distribuidos por sociedades filiales residentes en España a sus 
matrices, residentes en un Estado de la UE o Estados del Espacio 
Económico Europeo (EEE) con intercambio de información: esta exención 
se encuentra regulada en el artículo 14.1 h) y se incorporó a la normativa 
española como consecuencia de la Directiva 2011/96/UE del Consejo, de 
30 de junio de 2011, relativa al régimen aplicable a las sociedades 
matrices y filiales de Estados miembros diferentes (Directiva Matriz-Filial); 
se fijan una serie de requisitos para poder optar a ella, como son:  

• Que las dos sociedades estén sujetas y no exentas a impuestos sobre 
beneficios en sus países de residencia; los impuestos a los que se 
refiere la norma son los impuestos sobre sociedades de los diferentes 
Estados de la UE, que aparecen listados en la Directiva Matriz-Filial; 

• Que la distribución no sea consecuencia de la liquidación de la 
sociedad; 

• Que las dos sociedades revistan alguna de las formas jurídicas que se 
mencionan en la Directiva Matriz-filial; 

• La participación de la matriz en la filial tiene que ser al menos del 5%, 
directa o indirectamente;  

• La participación debe mantenerse al menos durante un año; este 
requisito puede cumplirse con posterioridad al reparto del dividendo. 

• Existe una cláusula antiabuso específica para esta exención para los 
casos en los que la mayor parte de los derechos de voto de la sociedad 
matriz se posean por personas que residan fuera de la Unión Europea 
o EEE; en estos casos, sólo se podrá aplicar la exención si se tendrá 
demuestra que la constitución y operativa de la matriz perceptora del 
dividendo responde a motivos económicos válidos y razones 
empresariales sustantivas. 

Es importante señalar la polémica que ha suscitado la aplicación práctica de esta 
exención en relación con el concepto de beneficiario efectivo ya que las 
Administraciones han venido negando la aplicación de la misma cuando el 
perceptor de la renta, aunque sea residente en un país de la UE o del EEE, no 
resulte ser el beneficiario efectivo de la misma. Como se puede comprobar, ser 
beneficiario efectivo no es uno de los requisitos mencionados de manera expresa 
en la norma interna ni en la propia Directiva; no obstante, el Tribunal de Justicia 
de la UE (TJUE) en los denominados “casos daneses” ha puesto encima de la 
mesa la necesidad de cumplir esta condición para poder beneficiarse de la 
exención. 3 

 
3 Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) de 26 de febrero 

de 2019 (en adelante, las STJUE), recaídas en los asuntos acumulados C-116/16 y C-
117/16 en relación con la Directiva 90/435/CEE relativa al régimen fiscal común aplicable 
a las sociedades matrices y filiales (Derogada por Directiva 2011/96/UE) y en los 
asuntos, también acumulados, C-115/16, C-118/16, C-119/16 y C-299/16, en relación 
con la Directiva 2003/49/CE relativa a los pagos de intereses y cánones entre sociedades 
asociadas, resuelven diversas cuestiones prejudiciales planteadas por órganos 
jurisdiccionales daneses sobre la aplicación de las exenciones establecidas en las 
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b) Dividendos obtenidos por fondos de pensiones: esta exención se 
encuentra regulada en el artículo 14.1k). Podrán beneficiarse de ella los 
fondos de pensiones que residan en Estados de la UE, establecimientos 
permanentes situados dentro de la UE o residentes en un Estado del EEE 
con convenio para evitar la doble imposición con cláusula de intercambio 
de información, siempre que sean equivalentes a los regulados la Ley de 
Planes y Fondos de Pensiones aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre. Los requisitos que tienen que cumplir para 
ser fondos equivalentes son los siguientes:  

• Objeto exclusivo de proporcionar una prestación complementaria en el 
momento de la jubilación, fallecimiento, incapacidad o dependencia  

• Que las contribuciones empresariales se imputen fiscalmente al 
partícipe a quien se vincula la prestación, transmitiéndole de forma 
irrevocable el derecho a la percepción de la prestación futura. 

• Que cuenten con un régimen fiscal preferencial de diferimiento 
impositivo tanto respecto de las aportaciones como de las 
contribuciones empresariales realizadas a los mismos. Dicho régimen 
debe caracterizarse por la tributación efectiva de todas las 
aportaciones y contribuciones, así como de la rentabilidad obtenida en 
su gestión en el momento de la percepción de la prestación. 

c) Dividendos obtenidos por las instituciones de inversión colectivas: esta 
exención se encuentra regulada en el artículo 14.1l). Las entidades que 
pueden beneficiarse de esta exención serán las reguladas en la Directiva 
2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 
2009, así como las residentes en Estados del EEE. La principal 
característica de esta exención es que, aunque el dividendo esté exento, 
la tributación final de esa renta en España no puede ser inferior a la que 
habrían tenido en España si se hubiese obtenido por una institución 
residente en España.  

En relación con estas dos últimas exenciones, es importante señalar que el TJUE 
ha considerado que la libre circulación de capitales resulta de aplicación a los 
dividendos pagados por las empresas establecidas en un Estado miembro a 
fondos establecidos en terceros Estados, siempre que estos últimos puedan 
probar su comparabilidad con fondos residentes en la UE y que cumplen las 
características objetivas recogidas en la Ley, sin que la residencia pueda ser un 
elemento para tener en consideración. De momento esta posibilidad no se 
contempla expresamente en la norma, pero los Tribunales están atendiendo ya 
a las peticiones de devolución que puedan estarse planteando. 

2.3. CONCEPTO DE BENEFICIARIO EFECTIVO  

Como se ha podido comprobar en párrafos anteriores, el concepto de 
beneficiario efectivo se encuentra en el centro de la aplicación de los CDI y de la 
legislación interna, en lo que a dividendos e intereses se refiere.  

Se trata de un concepto complejo de definir. La norma interna española no lo 
define y el único lugar en el que se puede encontrar un intento de definición es 
en los Comentarios al MCOCDE.  

 
mencionadas Directivas a sociedades holding comunitarias controladas por entidades 
sin derecho a beneficiarse de tales exenciones 
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Los párrafos 12 y siguientes de los Comentarios al artículo 10, intentan describir 
una serie de casos en los que el perceptor no podría ser considerado como el 
beneficiario efectivo; se trata por tanto de una definición “negativa” del concepto. 
Quizá el criterio más importante que se señala es que no se puede ser 
beneficiario efectivo si hay un contrato que impide que el que percibe la renta 
pueda disfrutar de ella o decidir sobre el uso de la misma. Ejemplos típicos de 
situaciones como la descrita serían los de un representante, agente designado, 
sociedades canalizadoras de renta que intervienen como fiduciarios.  

Este concepto ha estado muy ligado siempre a la aplicación e interpretación de 
los CDI, sin embargo, como ya se ha apuntado en el apartado anterior, ha 
entrado también a formar parte de la escena comunitaria y, en consecuencia, de 
la legislación española.  

El TJUE a través de las sentencias sobre los casos daneses antes mencionados 
ha venido a plantear la cuestión de la posible denegación de la Directiva Matriz-
Filial por abuso en la estructura societaria; Dinamarca no contemplaba una 
norma específica antiabuso en relación con la Directiva y el TJUE ha querido 
aclarar esta situación. El TJUE ha confirmado, por un lado, que la norma 
antiabuso comunitaria es de directa aplicación para los países, sin necesidad de 
que se encuentre traspuesta en la normativa doméstica, y por otro lado, ha 
considerado que el concepto de beneficiario efectivo está intrínsecamente ligado 
a esa norma antiabuso y, por tanto, debe tenerse en cuenta para la aplicación 
de la Directiva Matriz-Filial, aun cuando esta no lo contempla de manera 
concreta.  

En línea con lo anterior, el TJUE ha querido completar el entendimiento de lo que 
no debería ser beneficiario efectivo; se señalan en las sentencias una serie de 
indicios, basados en los Comentarios al MCOCDE, que pueden llevar a excluir a 
un perceptor de un pago de ser considerado como beneficiario efectivo, que, 
entre otros, serían:  

• Que la compañía que percibe el dividendo pase ese mismo importe (o 
la mayor parte) a otra entidad del grupo; 

• Ausencia de actividad económica en el perceptor; 

• Existencia de contratos internos que obliguen al traspaso de los 
importes percibidos; 

Por último, es importante señalar que el Tribunal considera que la Administración 
no tiene la obligación de determinar quién es el beneficiario efectivo en cada 
caso, dado que esta prueba la mayor parte de las veces será imposible; bastará 
con que la Administración demuestre si el perceptor, residente en la UE, no es 
el beneficiario efectivo. En una situación semejante, la Administración no 
admitirá la exención y procederá a la aplicación de los tipos de retención de 
acuerdo con la normativa interna, sin reducción alguna.  

Si no se aplica la exención de legislación interna, se podría plantear la reducción 
de tipos previstos en los CDI, sin embargo, tampoco es posible porque, como 
hemos visto anteriormente, para poder acogerse a los tipos reducidos de un CDI 
es necesario cumplir con el requisito de beneficiario efectivo.  

En conclusión, este es un concepto que ha estado muchos años presente en 
nuestra normativa a través de los CDI, pero ahora ha saltado también a la escena 
doméstica e impacta directamente en la exención para dividendos derivados de 
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la Directiva Matriz-filial, por lo que será necesario tener muy presente el 
cumplimiento de este requisito para poder aplicar tanto el CDI como la exención 
de la LIRNR. 

2.4. TRATAMIENTO ESPECÍFICO DE ALGUNOS TIPOS DE DIVIDENDOS  

El MCOCDE no contempla más supuestos de reducción de tributación en 
dividendos que los mencionados hasta ahora, sin embargo, los CDI españoles 
plantean tratamientos específicos a algunas distribuciones de dividendos.  

Los más frecuentes son:  

a) Fondos de pensiones: como recomendación de los propios Comentarios 
al MCOCDE, se dejan exentos los dividendos percibidos por los Fondos 
de pensiones. Dado que los Fondos de Pensiones se encuentran exentos 
de tributación en muchos países (en concreto dentro de la UE), si los 
dividendos que puedan obtener de sus inversiones se ven gravados, esta 
tributación sería un gravamen final, no se podría eliminar esa imposición. 
La única manera de garantizar que efectivamente los Fondos de 
Pensiones no están sometidos a ningún impuesto por sus beneficios es 
eliminar cualquier posible retención de las rentas que obtienen, entre ellas 
los dividendos. Existen varios CDI españoles que contemplan esta 
exención, como son el CDI con USA, con Japón o con Canadá4. 
En cualquier caso, esto hay que combinarlo con la exención prevista en 
nuestra legislación interna para los dividendos obtenidos por Fondos de 
Pensiones no residentes. 

b) REITS o SOCIMI: los Real State Investment Trusts (REITs), o su 
equivalente en la legislación española las Sociedades Anónimas 
Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI), son 
entidades que tienen la obligación de invertir en bienes inmuebles de 
manera que sus rentas sean en un porcentaje muy alto de carácter 
inmobiliario y, adicionalmente, tienen que distribuir una parte muy 
importante de su beneficio en forma de dividendos a sus accionistas. 
Estas entidades, si cumplen los requisitos de inversión en inmuebles y la 
distribución de dividendos, tienen un régimen tributario que, en general, lo 
que buscan es no gravar en el impuesto sociedades los beneficios 
obtenidos y, sin embargo, gravar sólo el dividendo en manos del 
accionista.  
En el caso de una SOCIMI (residente en España) que tenga socios en 
otro país con participaciones razonablemente elevadas, la distribución de 
dividendos podría acogerse a la aplicación de los tipos reducidos 

 
4 Convenio para evitar la doble imposición entre España y Canadá: artículo 10.8 

“8. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los dividendos procedentes de un Estado 
contratante y pagados a un plan de pensiones o plan de jubilación del otro Estado 
contratante estarán exentos de imposición en el Estado mencionado en primer lugar si:  

a) el plan de pensiones o plan de jubilación es el beneficiario efectivo de las 
acciones respecto de las que se pagan los dividendos y la posesión tiene carácter 
de inversión;  
b) el plan de pensiones o plan de jubilación no posee directa o indirectamente más 
del 5 por ciento del capital o del 5 por ciento de las acciones con derecho a voto de 
la sociedad que paga los dividendos; y  
c) la clase de acciones de la sociedad respecto de las que se pagan los dividendos 
se negocia regularmente en un mercado de valores regulado.” 
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previstos en el CDI. Las Administraciones han considerado que esta 
situación podría ir en contra del objetivo del régimen fiscal de los 
REIT/SOCIMI, que pretende la tributación del socio. Por este motivo, 
algunos CDI incorporan una cláusula especial para el reparto de 
dividendos a REIT/SOCIMI que excluye expresamente el tipo más 
reducido de los dividendos. La regla habitual es reducir estas retenciones 
sólo al 15% del importe bruto del dividendo, aunque la OCDE ha 
considerado la opción de que se aplique en estos casos la legislación 
interna sin límite. En general España incorpora una pequeña reducción, 
pero habrá que atender a los diferentes CDI, como el de Reino Unido5. 
 

2.5. DIVIDENDOS OBTENIDOS POR ESTABLECIMIENTOS 
PERMANENTES 

El MCOCDE contempla aquellos casos en los que un establecimiento 
permanente pueda obtener dividendos de entidades en las que participe, 
situación también prevista la LIRNR. 

En el caso de que un establecimiento permanente situado en España obtenga 
dividendos, no resultarían de aplicación los tipos reducidos previstos en el 
apartado 2 del artículo 10 del CDI, sino que se integrarían en su base imponible 
y tributarían como el resto de las rentas de acuerdo con el impuesto sobre 
sociedades.  

Esta excepción incide en el ejercicio que hace tanto el CDI como la norma interna 
tendente a considerar y tratar a los establecimientos como si fuesen sociedades 
residentes, e ignorar que se trata de no residentes obteniendo beneficios en 
territorio español.  

2.6. TRATAMIENTO DE LAS REMESAS A LAS SUCURSALES 

El MCOCDE no contempla el tratamiento de las remesas de los establecimientos 
permanentes ya que considera que en caso de existencia de CDI estas no 
deberían considerarse, ni ser objeto de tributación en el Estado donde se 
encuentra situado el establecimiento permanente.  

No obstante, muchas normativas, incluida la española, gravan estas remesas, y 
las tratan de la misma manera que se trataría al reparto de un dividendo. Es 
decir, asemejan el tratamiento fiscal al potencial reparto de dividendos que una 
filial participada al cien por cien por su matriz podría hacer. En el caso de la 
norma española, el artículo 19, párrafo 2, de la LIRNR aplica a estas rentas una 
imposición complementaria idéntica a la que se exige al pago de dividendos. 

 
5 Convenio para evitar la doble imposición entre España y Reino Unido, artículo 10.2: 

“2. Sin embargo, dichos dividendos: a) pueden someterse también a imposición en el 
Estado contratante en que resida la sociedad que paga los dividendos y según la legislación 
de ese Estado, pero si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro 
Estado contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del:  
(i) 10 por ciento del importe bruto de los dividendos, excepto por lo dispuesto en el 

subapartado a) (ii);  
(ii) (ii) 15 por ciento del importe bruto de los dividendos, cuando estos se paguen con 

cargo a rentas (comprendidas las ganancias) derivadas directa o indirectamente de 
bienes inmuebles en el sentido del artículo 6 mediante un instrumento de inversión 
que distribuya la mayor parte de sus rentas anualmente, y cuyas rentas 
procedentes de dichos bienes inmuebles estén exentas de imposición;” 
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No obstante, la norma interna adicionalmente reconoce que este gravamen 
complementario no resultará de aplicación para residentes en la UE o bien para 
residentes en países con los que exista un CDI, siempre que en el mismo no se 
establezca lo contrario.  

Cuando durante la negociación de un CDI las partes quieren que estas remesas 
se graven, de acuerdo con los comentarios y con nuestra legislación interna, 
tienen necesariamente que manifestarlo de forma expresa en el CDI.  

Esta cláusula es habitual que se incluya en el artículo 10 de dividendos, como 
sucede en el artículo 10.8 del Convenio para Evitar la Doble Imposición entre 
España y USA: 

“8. Una sociedad residente de uno de los Estados contratantes y que 
tenga un establecimiento permanente en el otro Estado contratante o 
que esté sujeta a imposición en el otro Estado contratante sobre una 
base neta por razón de la renta que pueda someterse a imposición en 
el otro Estado contratante en aplicación del artículo 6 (Rentas 
inmobiliarias) o en aplicación del apartado 1 del artículo 13 (Ganancias 
de capital) pueden someterse en ese otro Estado a un impuesto 
adicional al impuesto que pueda aplicarse con arreglo a las restantes 
disposiciones de este Convenio. Sin embargo, dicho impuesto 
únicamente podrá aplicarse sobre la parte de los beneficios 
empresariales de la sociedad que sean atribuibles al establecimiento 
permanente y sobre la parte de la renta sujeta al impuesto en virtud del 
artículo 6 o del apartado 1 del artículo 13 que, en el caso de los Estados 
Unidos, constituye la cuantía equivalente al dividendo sobre dichos 
beneficios o renta y, en el caso de España, constituye el importe de 
renta (Imposición Complementaria) determinado conforme al Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes español, regulado en el texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado 
mediante Real Decreto Legislativo de 5/2004 de 5 de marzo, con las 
modificaciones que corresponda. 

9. El impuesto al que se refiere el apartado 8 de este artículo no podrá 
exceder del tipo impositivo que se especifica en el subapartado (a) del 
apartado 2 de este artículo. En cualquier caso, no podrá aplicarse sobre 
una sociedad que: (…)” 

Como puede apreciarse en este párrafo se reservan el derecho a gravar las 
remesas de los establecimientos permanentes aplicando el límite previsto en el 
apartado 2 del artículo 10, con la finalidad de asemejar el tratamiento lo máximo 
al de las filiales de entidades no residentes.  

2.7. BASE IMPONIBLE Y TIPO DE GRAVAMEN 

Todas las reglas que se han visto hasta ahora en los CDI están relacionadas con 
la atribución de potestades tributarias a los Estados de fuente y de residencia; 
incluso los tipos reducidos previstos en el artículo no son más que límites 
máximos de la capacidad de tributación del Estado de la fuente.  

Una vez que el Estado de la fuente (España) tiene otorgada la capacidad de 
gravamen, será la normativa interna la que decida todos los elementos del 
impuesto, siempre con el límite de lo previsto en el CDI. Los elementos 
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principales, aparte de las exenciones ya analizadas, serán la base imponible y 
los tipos de gravamen.  

2.7.1. Base Imponible 

El artículo 24.1 de la LIRNR define la forma de calcular la base imponible.  

Con carácter general se considerará el importe íntegro de la renta obtenida, en 
este caso del dividendo, calculado de acuerdo con las normas del IRPF, con las 
excepciones previstas en la misma.  

No obstante, la legislación española ha tenido que irse adaptando a la norma 
comunitaria por lo que se incorpora una excepción para las rentas obtenidas por 
residentes en la UE o en un Estado del EEE con el que exista efectivo 
intercambio de información:  

• Si el perceptor es persona física, se podrán deducir los gastos previstos 
en el IRPF, siempre que el contribuyente acredite que están relacionados 
directamente con los rendimientos obtenidos en España y que tienen un 
vínculo económico directo e indisociable con la actividad realizada en 
España. 

• Si se trata de una persona jurídica, se podrán tener en cuenta los gastos 
que sean deducibles de acuerdo con lo previsto en la Ley 27/2014, de 27 
de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (LIS), siempre que el 
contribuyente acredite que están relacionados directamente con los 
rendimientos obtenidos en España y que tienen un vínculo económico 
directo e indisociable con la actividad realizada en España. 

2.7.2. Tipo de gravamen 

Tal y como se mencionaba anteriormente, los tipos reducidos del CDI no fijan 
cuál es el tipo de retención aplicable sino sólo el máximo al que podría ser 
gravado el dividendo.  

El artículo 25 de la LIRNR contempla en su apartado 1 f) 1º un tipo de gravamen 
del 19% para los dividendos. 

Hay que recordar que en España existe la posibilidad de retener al tipo máximo 
del CDI directamente mediante la aportación de un certificado de residencia.  

En el caso de los dividendos, cuando son pagos masivos de grandes 
corporaciones con valores negociables, se habilita un sistema de retención y 
acreditación de la residencia muy concreto recogido en la Orden de 13 de abril 
de 2000 por la que se establece el procedimiento para hacer efectiva la práctica 
de retención al tipo que corresponda en cada caso, o la exclusión de retención, 
sobre los intereses y los dividendos obtenidos sin mediación de establecimiento 
permanente por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
derivados de la emisión de valores negociables, a excepción de los intereses 
derivados de determinados valores de la Deuda Pública. 

La cuestión de la retención a tipo de CDI de los dividendos ha sido un tema muy 
debatido en los foros internacionales y se han buscado soluciones que permitan 
dar flexibilidad a los sistemas a la par que garantías para las dos partes, 
Administración y entidades pagadoras de dividendos. Este proceso ha culminado 
con la aprobación de la Directiva Faster and Safer Tax Relief of Excess 
WIthholding Taxes (FASTER), que tendrá que estar transpuesta en España 
antes del 31 de diciembre de 2028, para resultar aplicable el 1 de enero de 2030 
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. 
3. INTERESES 

Como se ha mencionado en la Introducción, el tratamiento de los dividendos e 
intereses es muy paralelo tanto en el CDI como en la legislación interna. Las 
mayores diferencias se podrán encontrar en relación con las exenciones, pero el 
resto de los elementos son análogos, por lo que se hará referencia en varias 
ocasiones a los comentarios previamente realizados para los dividendos.  

3.1. CONCEPTO DE INTERESES  

El artículo 11 del CDI analiza el tratamiento de los intereses en el MCOCDE y, al 
igual que sucede para el caso de los dividendos, se incorpora una definición de 
interés en el párrafo 3 del artículo 11:  

“3. El término “intereses”, en el sentido de este artículo, significa los 
rendimientos de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía 
hipotecaria o cláusula de participación en los beneficios del deudor, y 
en particular los rendimientos de valores públicos y los rendimientos de 
bonos u obligaciones, incluidas las primas y lotes unidos a esos títulos. 
Las penalizaciones por mora en el pago no se consideran intereses a 
efectos del presente artículo.” 

Esta definición, como puede verse es una definición cerrada, es decir, que no 
remite a legislación interna y su interpretación sólo puede hacerse a la luz de los 
Comentarios al MCOCDE. A diferencia del caso de los dividendos, si los dos 
Estados, fuente y residencia, interpretasen la definición de manera diferente para 
una renta concreta, no estaríamos ante un caso de conflicto de calificación, sino 
que tendría que acudirse a la figura del Procedimiento Amistoso previsto en el 
artículo 25 del MCOCDE. 

La definición sigue la línea del concepto de intereses previsto en la normativa 
española, que luego se analizará, pero los comentarios hacen hincapié en una 
serie de elementos que pueden no ser pacíficos o coincidentes con las 
legislaciones de algunos Estados, como son:  

• Se consideran dentro de este artículo los intereses de préstamos que 
puedan estar vinculados a la obtención de beneficios por parte de la 
empresa.  

• La definición de intereses de la primera frase del apartado 3 no es 
aplicable normalmente a los pagos efectuados respecto de ciertos 
instrumentos financieros no tradicionales en ausencia de una deuda 
subyacente (por ejemplo, de los swaps de tipo de interés).  

• Se excluyen de este artículo las penalizaciones por mora en el pago, a 
pesar de que puedan calcularse en función del tiempo y con un porcentaje 
sobre el principal, por entender que la naturaleza de esta renta es más 
asimilable a una sanción que a un rendimiento financiero propiamente 
dicho.  

• Se excluyen también las rentas vitalicias de este concepto y no estarían 
amparadas por el artículo 11 sino que habría que tratarlas de acuerdo con 
las normas de otros artículos del CDI, como puede ser el artículo 18, 
aunque dependerá del tipo de renta y de la redacción del CDI en cuestión. 

A pesar de que el MCOCDE contempla esta definición cerrada, España ha 
mantenido una Reserva a este apartado que establece lo siguiente: 
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“44. Chile, España y Grecia se reservan el derecho a ampliar la definición 
de intereses incluyendo una referencia a su derecho interno conforme a 
la definición que figuraba en el Proyecto de Convenio de 1963.” 

Esta reserva implica que España se reserva el derecho a negociar en sus CDI 
una definición de intereses abierta, es decir, con remisión a la legislación interna. 
Dado que las reservas son una mera orientación de la política de negociación de 
convenios de los Estados y no siempre se pueden incorporar al texto de los 
mismos, no todos los CDI españoles llevan una definición abierta. Un ejemplo de 
esto sería el Convenio para Evitar la Doble Imposición entre España y México 
(artículo 11): 

“2. El término «intereses» en el sentido de este artículo significa los 
rendimientos de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía 
hipotecaria o cláusula de participación en los beneficios del deudor y, en 
particular, los rendimientos de valores públicos y los rendimientos de 
bonos u obligaciones, incluidas las primas y lotes unidos a esos títulos, 
así como cualesquiera otras rentas que se sometan al mismo régimen que 
los rendimientos de los capitales prestados por la legislación fiscal del 
Estado del que procedan las rentas. Las penalizaciones por mora en el 
pago no se consideran intereses a efectos de este artículo.” 

En aquellos casos en que la definición sea abierta, será necesario acudir, como 
sucedía con los dividendos, a la LIRNR, que a su vez nos remite a la LIRPF, que 
en su artículo 25.2 regula este concepto y considera como intereses los 
rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios. Dentro de 
esta definición podemos encontrar:  

• Los rendimientos procedentes de cualquier instrumento de giro, incluso 
los originados por operaciones comerciales, a partir del momento en que 
se endose o transmita, salvo que el endoso o cesión se haga como pago 
de un crédito de proveedores o suministradores. 

• La contraprestación, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, 
derivada de cuentas en toda clase de instituciones financieras, incluyendo 
las basadas en operaciones sobre activos financieros. 

• Las rentas derivadas de operaciones de cesión temporal de activos 
financieros con pacto de recompra. 

• Las rentas satisfechas por una entidad financiera, como consecuencia de 
la transmisión, cesión o transferencia, total o parcial, de un crédito 
titularidad de aquélla. 

Hay que volver a recordar que sólo si el CDI que esté siendo aplicado tiene la 
definición abierta, podrá acudirse al conflicto de calificación y no al procedimiento 
amistoso. Por tanto, es importante revisar el tipo de definición que se incluye en 
este artículo en cada caso para no incurrir en errores en la aplicación del CDI. 

3.2. POTESTADES TRIBUTARIAS Y SUJECIÓN AL IMPUESTO 
3.2.1. Potestad tributaria de acuerdo con el Convenio para Evitar la doble 

Imposición 

Al igual que sucede con los dividendos, el MCOCDE contempla una tributación 
compartida entre el Estado de fuente y el de residencia para los intereses, según 
se establece en los párrafos 1 y 2 del artículo 11.  



14 
 

El Estado de fuente (España) tendría derecho a gravar los intereses de acuerdo 
con su normativa interna; no obstante, si se cumplen los requisitos mencionados 
en el apartado 2, se reduciría la capacidad de gravamen.  

El único requisito que se menciona en este apartado es que el residente que 
recibe la renta tiene que ser el beneficiario efectivo de esos intereses.  

Ya se ha analizado el concepto de beneficiario efectivo en relación con los 
dividendos y el MCOCDE replica los Comentarios en este sentido.  

El tipo reducido que propone el MCOCDE es del 10 por ciento, pero esta cifra 
varía en la mayor parte de CDI, pudiendo oscilar entre el 0 y el 15 por ciento.  

No obstante, es muy habitual que los CDI bilaterales incorporen un apartado 
adicional que recoja casos de exención para intereses. Cada CDI puede 
contemplar exenciones diferentes, pero en la mayor parte de los casos 
incorporan algunas de las recomendaciones de los Comentarios al MCOCDE al 
párrafo 2 del artículo 11.  

En concreto los Comentarios proponen a los países que dejen exentos los 
siguientes intereses:  

a) Intereses percibidos o pagados por el Estado, sus subdivisiones políticas 
y Bancos centrales; esta exención de intereses de carácter público es muy 
habitual en los CDI, especialmente en los más recientes y coincide con la 
exención en legislación interna que puede haber en la mayor parte de los 
países de la deuda pública. 6 Un ejemplo de este tipo de redacción sería 
la contemplada en el Convenio entre España y China, recientemente 
renegociado:  

“3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los intereses 
procedentes de un Estado contratante y pagados al otro Estado 
contratante, o a sus subdivisiones políticas, sus entidades locales, 
al Banco Central de ese otro Estado contratante o cualquier entidad 
cuyo capital sea íntegramente propiedad, directa o indirectamente, 
del otro Estado contratante, o pagados por razón de un préstamo 
garantizado o asegurado por ese otro Estado contratante, o sus 
subdivisiones políticas, sus entidades locales, el Banco Central de 
ese otro Estado contratante, o cualquier entidad cuyo capital sea 
íntegramente propiedad, directa o indirectamente, del otro Estado 
contratante se considerarán exentos de imposición en el primer 
Estado.” 

b) Interés derivado de programas de financiación de las exportaciones: se 
propone dejar exentos aquellos préstamos que puedan otorgar entidades 
estatales para la exportación. También en este caso es frecuente 
encontrar esta exención, señalando las entidades que se pueden ver 

 
6 Propuesta de redacción incluida en los Comentarios al artículo 11 del MCOCDE, párrafos 7.5 y 
7.6 

“a) es ese Estado o el Banco Central, una de sus subdivisiones políticas o una de sus 
entidades locales; 
b) si los intereses los paga el Estado en el que se generan, o una de sus subdivisiones 
políticas o entidades locales, o una entidad de derecho público;” 
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beneficiadas como son los préstamos concedidos por el ICO7. Un ejemplo 
de esto sería el Convenio firmado entre España y Hong-Kong (artículo 
11.3):  

“c) los intereses se pagan por razón de un préstamo o crédito 
debido a esa Parte contratante, subdivisión política, entidad local o 
a un organismo de crédito a la exportación de esa Parte, o 
concedido, otorgado, garantizado o asegurado por cualquiera de 
los anteriores.” 

c) Interés pagado a una institución financiera: en la mayor parte de los casos 
las instituciones financieras para poder conceder préstamos requieren a 
su vez financiarse en el mercado; el Estado de fuente aplicaría una 
retención sobre el bruto y no tiene en cuenta el coste de financiación y 
esto lleva a un exceso de tributación. Por este motivo, el MCOCDE 
recomienda dejar exentas estos intereses. 8 Un ejemplo de esto sería el 
Convenio entre España y Colombia (artículo 11.2):  

“ c) los intereses se pagan por razón de créditos concedidos por un 
banco o por otra institución de crédito residente de un Estado 
contratante.” 

d) Intereses percibidos en las ventas a crédito: el mismo razonamiento que 
se ha visto para los intereses percibido por entidades financieras se aplica 
a los intereses por ventas a crédito; la entidad que vende a crédito a sus 
clientes tendrá que financiarse en el mercado para tener liquidez, con lo 
cual cualquier retención sobre el bruto, que no tenga en cuenta el coste 
de financiación, le generará un exceso de tributación9. Un ejemplo de esto 
sería el Convenio entre Panamá y España artículo 11.3) 

“e) el interés se paga por razón de una deuda surgida como 
consecuencia de la venta a crédito de cualquier equipo, mercancía 
o servicio;” 

e) Intereses pagados a entidades exentas, como los fondos de pensiones. 
Esta exención atiende a los mismos criterios que la propuesta de exención 
para dividendos, para garantizar que no se produce un exceso de 
gravamen sobre entidades que están exentas en su conjunto. Un ejemplo 
de esto sería el Convenio para evitar la doble imposición entre España y 
México (artículo 11.3) 

“d) que el beneficiario sea un fondo de pensiones.” 

Es importante recordar que, aunque estas son las exenciones que propone el 
MCOCDE, España puede no haberlas incorporado todas en sus CDI bilaterales 
y puede haber añadido otras que se ajusten al caso concreto durante la 
negociación del mismo.  

 
7 Propuesta de redacción incluida en los Comentarios al artículo 11 del MCOCDE, párrafo 7.6 

“c) Si el interés se paga respecto de un préstamo, una deuda o un crédito cuyo acreedor 
sea ese Estado, una de sus subdivisiones políticas o entidades locales, o una agencia de 
financiación de exportaciones o que haya sido concedido, garantizado o asegurado por 
cualquiera de los anteriores;” 

8 Propuesta de redacción incluida en los Comentarios al artículo 11 del MCOCDE, párrafo 7.7 
“d) es una institución financiera;” 

9 Propuesta de redacción incluida en los Comentarios al artículo 11 del MCOCDE, párrafo 7.8 
“e) si el interés se paga en relación con el endeudamiento derivado de la venta a crédito de 
cualquier equipo, mercancía o servicios;” 
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3.2.2. Rentas sujetas y exentas de acuerdo con la legislación interna 

La LIRNR en su artículo 13 considera obtenidos en territorio español y, por tanto, 
sujetas a tributación, en su párrafo 1f) 2º los intereses y otros rendimientos 
obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios satisfechos por personas 
o entidades residentes en territorio español, o por establecimientos permanentes 
situados en éste, o que retribuyan prestaciones de capital utilizadas en territorio 
español. 

Como se puede ver estarán sujetos en España los intereses satisfechos por 
residentes en España a no residentes, así como los intereses satisfechos por 
establecimientos permanentes situados en territorio español. Esta última 
mención es importante porque al ser no residentes los establecimientos 
permanentes, si no se hubiesen mencionado expresamente, podría haberse 
interpretado que esos intereses no se han obtenido en territorio español.  

Y, en tercer lugar, también se incluyen los intereses pagados en relación con 
préstamos cuyo capital vaya a ser utilizado en territorio español.  

El artículo 14 de la LIRNR contempla una serie de exenciones para algunos de 
los intereses pagados a no residentes en España, como son:  

f) Intereses pagados a personas residentes en Estados de la UE o del EEE 
con efectivo intercambio de información, o establecimientos permanentes 
situados en estos Estados. Como se puede comprobar esta exención es 
muy amplia ya que se refiere a personas físicas o jurídicas y a pagos entre 
partes vinculadas o independientes. Es una exención que se incorporó a 
la norma española antes de la publicación de la Directiva 2003/49/CE DEL 
CONSEJO de 3 de junio de 2003 relativa a un régimen fiscal común 
aplicable a los pagos de intereses y cánones efectuados entre sociedades 
asociadas de diferentes Estados miembros (Directiva de Intereses y 
Cánones); esta Directiva tiene un ámbito de aplicación mucho más 
reducido que la exención española, y el legislador decidió mantenerlo así 
y otorgar esa ventaja fiscal que va más allá de lo obligatorio según la 
norma comunitaria.  

En los últimos años, a raíz de la publicación de las Sentencias del TJUE 
de los casos daneses, la exención se ha visto puesta en tela de juicio 
como consecuencia de la incorporación del concepto de beneficiario 
efectivo, como requisito básico para la aplicación de la exención. Estas 
sentencias, como se ha visto en el apartado de dividendos cuando se 
analiza el concepto de beneficiario efectivo, vienen a confirmar la 
necesidad de cumplir esta condición, incluso cuando no esté 
expresamente mencionado en la norma. En el caso de la Directiva Matriz-
Filial ha habido un mayor debate a nivel comunitario porque la Directiva 
no contempla expresamente este concepto; sin embargo, la Directiva de 
intereses y cánones sí que lo incluye de manera expresa en su artículo 1:  

1. “Los pagos de intereses o cánones procedentes de un Estado 
miembro estarán exentos de cualquier impuesto sobre dichos 
pagos (ya sean recaudados mediante retención a cuenta o 
mediante estimación de la base imponible) en dicho Estado de 
origen, siempre que el beneficiario efectivo de los intereses o 
cánones sea una sociedad de otro Estado miembro o un 
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establecimiento permanente situado en otro Estado miembro de 
una sociedad de un Estado miembro. 
(…) 

4. Una sociedad de un Estado miembro será tratada como el 
beneficiario efectivo de los intereses o cánones únicamente si 
recibe tales pagos en su propio beneficio y no en calidad de 
intermediario, esto es de agente, depositario o mandatario.” 

La discusión que se ha planteado hasta ahora ha sido si este concepto 
también hay que aplicarlo a la exención establecida en norma interna 
cuando esta es previa a la propia Directiva. La Administración ha 
considerado que este concepto es extrapolable a esta exención y, por 
tanto, es un requisito que los contribuyentes deben cumplir. Los 
Tribunales están valorando este aspecto por lo que será importante 
atender a las conclusiones finales y posible jurisprudencia en los próximos 
años. 

g) Los rendimientos derivados de la Deuda Pública, obtenidos sin mediación 
de establecimiento permanente. 

h) Los rendimientos de cuentas de no residentes 
. 

3.3. INTERESES Y ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES 
3.3.1. Intereses percibidos por establecimientos permanentes  
En relación con los establecimientos permanentes perceptores de intereses se 
pueden dar dos circunstancias:  

a) El establecimiento permanente puede estar situado en territorio 
español: en este caso el MCOCDE incorpora un párrafo 410, al igual que 
sucede con los dividendos un párrafo que impide que estos se apliquen 
las reducciones que se mencionan en el apartado 2 del artículo 11. Tal 
y como sucede con el caso de los dividendos, los establecimientos 
permanentes situados en otro Estado también pueden ser titulares de 
intereses y lo que el CDI propone es que estas rentas se integren dentro 
de la base imponible del impuesto sobre sociedades, igual que haría 
una entidad residente en España.  

b) El establecimiento permanente puede estar situado en otro Estado: en 
este caso el pagador sería residente en España y el perceptor un 
establecimiento permanente que, si se encuentra en un país de la UE 
o del EEE podrá beneficiarse de la exención incluida en la legislación 
interna. Es importante recordar que el CDI bilateral entre España y el 
país en el que se encuentra situado el establecimiento permanente no 
resultaría de aplicación por lo que la única opción que existe sería la de 
la normativa interna mencionada.  

3.3.2. Pagos de intereses realizados por establecimientos permanentes 

 
10 Artículo 11.4 del MCOCDE:  

“4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables si el beneficiario efectivo 

de los intereses, siendo residente de un Estado contratante, realiza una actividad 
económica en el otro Estado contratante, del que proceden los intereses, por medio 
de un establecimiento permanente situado allí, y el crédito que genera los intereses 
está vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente. En tal caso son 
aplicables las disposiciones del artículo 7.” 
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Los establecimientos permanentes situados en España también podrían pagar 
intereses a no residentes. En este caso la gran duda que surge es si, al tratarse 
de un no residente (el establecimiento permanente) pagando a otro no 
residente, se podría considerar como una renta no obtenida en territorio 
español.  

Para resolver esta cuestión, el MCOCDE incorpora un párrafo 511 en el que se 
aclara esta cuestión. Se considera que, aunque el pago se realice por un 
establecimiento permanente se tomará como Estado de la fuente el país en el 
que se encuentra situado el establecimiento permanente y no su estado de 
residencia. De esta manera, si el establecimiento permanente se encontrase 
en España, esa renta se entendería sujeta a la LIRNR al considerar el 
potencial CDI como estado de la fuente a España.  

3.4. OPERACIONES ENTRE EMPRESAS ASOCIADAS: REVISIÓN DE LA 
NATURALEZA DE LA RENTA 

El MCOCDE hace referencia en su apartado 612 del artículo 11 a los pagos de 
intereses entre empresas asociadas. Cuando se dan este tipo de relaciones la 
preocupación es que el importe fijado para estos intereses sea excesivo y que, 
por tanto, no se adapte a los estándares habituales del mercado.  

La propuesta que incorporan los CDI en este sentido es que sólo se pueda 
aplicar el artículo 11 y las condiciones del mismo a la parte de la renta que sí 
resulta razonable desde un punto de vista de mercado. Si hubiese un exceso, 
debería determinarse, de acuerdo con la operativa de las empresas y las 
relaciones entre ellas, cuál es la naturaleza correcta de la misma (dividendo, 
canon…) y tratar esa parte de la renta según el artículo que corresponde del 
CDI.  

Los Comentarios a este artículo expresamente mencionan que este apartado 
sólo permite el ajuste del tipo de interés para adecuarlo a mercado, peor no 
una recalificación del préstamo para considerarlo como una participación en 
capital.  

3.5. BASE IMPONIBLE Y TIPO DE GRAVAMEN 
3.5.1. Base Imponible 

 
11 Artículo 11.5 del MCOCDE 

“5. Los intereses se considerarán procedentes de un Estado contratante cuando el 
deudor sea un residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el deudor de los 
intereses, sea o no residente de un Estado contratante, tenga en un Estado 
contratante un establecimiento permanente en relación con el cual se haya contraído 
la deuda por la que se pagan los intereses y que soporte la carga de los mismos, 
dichos intereses se considerarán procedentes del Estado en que esté situado el 
establecimiento permanente.” 

12 Artículo 11.5 del MCOCDE  
“6. Cuando por razón de relaciones especiales que el deudor y el beneficiario efectivo 
mantengan entre sí, o de las que ambos mantengan con terceros, el importe de los 
intereses, habida cuenta del crédito por el que se paguen, exceda del que hubieran 
convenido el deudor y el beneficiario efectivo en ausencia de tales relaciones, las 
disposiciones de este artículo no se aplicarán más que a este último importe. En tal 
caso la cuantía en exceso será gravable de acuerdo con la legislación de cada Estado 
contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones de este Convenio.” 
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Como ya se ha mencionado para el caso de los dividendos, los elementos 
básicos del impuesto se definen en la legislación interna y no en los CDI.  

En la LIRNR, en su artículo 21.1 se recoge la regla general para el cálculo de 
la base imponible; debe estar compuesta por el importe íntegro, calculado de 
acuerdo con las normas de la Ley del IRPF.  

La única excepción que se contempla es para los casos de rentas obtenidas 
por residentes en la UE o EEE con efectivo intercambio de información, en los 
que se permitirá la deducción de los gastos asociados a la obtención de la 
renta:  

En el caso de personas físicas, se permitirá la deducción de los gastos 
previstos en la LIRPF siempre que se acredite que están relacionados con los 
intereses obtenidos en España 

En el caso de personas jurídicas, se permitirá la utilización de los gastos que 
se consideren deducibles de acuerdo con la LIS, siempre que, como en el caso 
anterior se pueda acreditar que están relacionados con los intereses obtenidos 
en España. 

3.5.2. Tipo de gravamen 

El tipo de gravamen aplicable también estará definido en la legislación interna, 
y los tipos reducidos de los CDI actuarán como límite máximo de tributación, 
pero nunca como tipo de gravamen fijo.  

El artículo 21.1f) 2º contempla un 19% de gravamen para los intereses 
pagados a no residentes. 
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